
 
 

 
 
 

 L A G U A R D L E G A L . C O M  

LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS PAGOS A CUENTA DEL 
IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES INTRODUCIDOS POR EL REAL 
DECRETO-LEY 2/2016: 
UNA CLARA OPORTUNIDAD FISCAL PARA RECUPERAR 
INGRESOS INDEBIDOS. 
 

 

El pasado 7 de julio salió a la luz el texto de la sentencia del Tribunal Constitucional mediante 
la que daba respuesta a la cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Audiencia 

Nacional acerca de la posible vulneración del artículo 86.1 de la Constitución Española del Real 
Decreto-ley 2/2016, por afectar éste a aspectos que se encuentran fuera de sus límites 

materiales.  

Antes de entrar a analizar las conclusiones alcanzadas por el Tribunal Constitucional, conviene 

recordar que mediante el Real Decreto-ley 2/2016 se introdujo la Disposición Adicional 14ª en 
el texto de la Ley 27/2014 del Impuesto sobre Sociedades, por la que se modificaba el régimen 

de pagos fraccionados del citado impuesto en relación con los contribuyentes que tuvieran un 
importe neto de la cifra de negocios superior a 10 millones de euros en el ejercicio anterior. 

Esa Disposición Adicional incrementaba notablemente el importe a ingresar en concepto de 

pago a cuenta ya que, (i) por un lado establecía un importe mínimo a ingresar cuyo cálculo se 
realizaba sobre el resultado contable del ejercicio (no sobre la base imponible), y (ii) por otro 
lado se incrementaba del tipo impositivo. 

En la citada sentencia el Tribunal concluye que el Real Decreto-Ley viola los límites materiales 

del artículo 86.1 de la Constitución Española en la medida en que el citado Real Decreto-Ley 
afecta a los deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I del texto 
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constitucional, en el que se encuentra el artículo 31.1 Constitución Española y en concreto al 
deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos.  

Concretamente, el Tribunal aclara que la disposición impugnada afecta a tres elementos 

sustanciales de los pagos fraccionados como son: (i) la forma de realizar el cálculo de la renta 
sometida a tributación, (ii) el porcentaje aplicable y, (iii) la determinación de la cuantía del 

ingreso, hecho que, aunque provisionalmente, afecta a la carga tributaria que deben soportar 
los contribuyentes y consecuentemente a su deber de contribuir recogido en el artículo 31.1 

de la Constitución Española.  

Por ello, debido a que dichos elementos sustantivos de la obligación de contribuir deben ser 

regulados por Ley (artículo 31.3 de la Constitución), se declara la inconstitucionalidad y 
nulidad del Real Decreto-Ley 2/2016 en su integridad. 

En cuanto a los efectos de la declaración de inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional 

considera no susceptibles de revisión las situaciones con sentencia con fuerza de cosa juzgada 
y las consolidadas en vía administrativa por no haber sido impugnadas en tiempo y forma.  

Por ello, aquellos períodos abiertos y no prescritos o que estén siendo objeto de 
comprobación administrativa o están recurriéndose en tribunales, sí son susceptibles de ser 

revisados en el sentido apuntado y, en su caso, se abre la puerta a iniciar el correspondiente 
procedimiento de devolución de ingresos indebidos, que se llevará a cabo con los límites y 

medidas correspondientes. 

Las conclusiones alcanzadas por el Tribunal en cuanto a los límites materiales de los aspectos 
regulados mediante el instrumento normativo del Decreto-Ley, plantean inevitablemente la 
posibilidad de que sean aplicables a otras medidas adoptadas en el ámbito tributario como 

son, entre otros: (i) la reversión de deterioros de cartera introducida por el Real Decreto-ley 
3/2016 o (ii) la derogación de la bonificación del 100% en la cuota íntegra del Impuesto sobre 

el Patrimonio del Real Decreto-ley 13/2011.  

Así, en los citados textos normativos, mediante Decreto-ley también se modificaron aspectos 
sustanciales como el cálculo de los impuestos o el importe resultante a ingresar, aspectos que 

afectan al deber de contribuir en el sostenimiento de los gastos públicos de los ciudadanos 
recogido en el artículo 31.1 de la Constitución Española y que deberían haber sido regulados 

por Ley y no vía Real Decreto-Ley, por lo que se deberá analizar si resultan trasladables a 
supuestos similares como los mencionados. 

 


